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			PRÓLOGO

			La aprobación de la Ley 39/2006 de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia supuso un nuevo marco de protección social al establecer el derecho subjetivo de la ciudadanía a recibir cuidados. La ley trata de dar respuesta a una realidad presente y un reto futuro en España como consecuencia del aumento de la esperanza de vida y el envejecimiento de la población, principalmente.

			Transcurrida más de una década desde la implementación de la ley en el año 2007, es el momento de analizar la gestión del derecho a recibir cuidados, así como de reflexionar sobre cuáles están siendo sus implicaciones desde una perspectiva transversal e integral. Por ello, esta obra aborda la protección social a las personas en situación de dependencia desde distintas vertientes: legislativa, política, administrativa, teórica y demográfica, así como desde la práctica profesional en el ámbito específico de la dependencia por parte de los Servicios Sociales y sanitarios.

			El libro se estructura en tres bloques diferenciados. El primero de ellos lleva por título Aproximación a los cuidados, al envejecimiento y la discapacidad. Las políticas de atención a la dependencia. Dentro de esta primera parte, en el primer capítulo, titulado «Cuidado de larga duración: una relación asimétrica entre mujeres y hombres», se conectan distintos aspectos relacionados con las situaciones de dependencia que tradicionalmente han constituido el eje central de estudio de esta materia: el trabajo de cuidados y sus implicaciones con la distinta posición de mujeres y hombres en la familia, mercado de trabajo y sociedad, prestando especial atención a esa labor invisible que han desarrollado las mujeres en España como consecuencia de nuestro modelo familista de bienestar social. Seguidamente, en el segundo capítulo, «Envejecimiento, longevidad y dependencia: una visión sociodemográfica», se realiza un análisis en profundidad de las tendencias demográficas actuales y de los conceptos más destacados relacionados con el envejecimiento, poniendo de manifiesto cómo este fenómeno es un desafío político y social que precisa una respuesta adecuada por parte del Estado a través de las políticas públicas.

			A continuación, en los dos siguientes capítulos, se profundiza sobre las personas con discapacidad, eje fundamental en el estudio de las situaciones de dependencia, junto con las personas mayores. Las personas con discapacidad deben tener una representatividad importante en el análisis de la dependencia. No obstante, fueron las organizaciones del tercer sector de personas con discapacidad las grandes impulsoras de esta ley. Por ello, en el tercer capítulo, que lleva por título «Discapacidad y dependencia: una aproximación conceptual y estadística», se realiza un acercamiento teórico y empírico a las personas con discapacidad, abordando el concepto de diversidad funcional y presentando una fotografía actual de estas personas en España. En el cuarto capítulo, «Las políticas de protección a las personas dependientes», se desarrollan las políticas actuales aplicadas a este colectivo desde el ámbito internacional y nacional, evidenciando la interconexión de las políticas internacionales en nuestra legislación actual.

			El segundo de los bloques que componen esta obra está formado por cuatro capítulos y lleva por título Marco legislativo en materia de protección a las personas en situación de dependencia. La valoración de la dependencia. Intensidades y requisitos para el reconocimiento del derecho. Gestión del derecho: aproximación a los datos. A diferencia del bloque anterior, el cual permite establecer un marco general en el análisis de las situaciones de dependencia, en este segundo bloque se aborda directamente la ley y su implementación a través del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia.

			En el quinto capítulo, «La Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia», se indaga y reflexiona sobre la ley, así como sobre las prestaciones del catálogo de la dependencia que gestiona el Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia. Seguidamente, como primera parte para el reconocimiento del derecho a recibir cuidados, se desarrolla y presenta el sexto capítulo, titulado «El proceso de valoración de la situación de dependencia». En él se acerca al lector tanto a las bases teóricas en relación con la autonomía personal y las necesidades básicas de la vida diaria como al actual baremo de la dependencia y sus criterios de aplicación.

			En el séptimo capítulo, «Requisitos e intensidades del catálogo de prestaciones de dependencia», se desarrollan las características principales del conjunto de prestaciones del catálogo de la dependencia, así como las intensidades de dichos servicios. Una vez analizadas las fases de valoración y solicitud de las prestaciones de capítulos anteriores, se presentan en el capítulo octavo y último de este bloque, «Aproximación a los datos de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia», los resultados de la gestión de las distintas prestaciones y servicios del catálogo de la dependencia a partir de los datos estadísticos ofrecidos por las series históricas del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia.

			El tercero de los bloques lleva por título El papel de los Servicios Sociales en la concesión de las prestaciones económicas y servicios. La actuación del sistema sanitario en la protección a las personas dependientes. La incapacitación como proceso judicial. Este apartado está compuesto por tres capítulos y tiene un cariz más práctico. Primeramente, en el capítulo noveno, «Actuaciones de los Servicios Sociales de Atención Primaria en la gestión del derecho», se aborda el papel de este nivel de atención social como puerta de entrada al sistema de protección social.

			Posteriormente, dada la conexión del sistema social con el sanitario en las atenciones de la dependencia, se desarrollan en el capítulo décimo, tal y como su propio título indica, las «Actuaciones y coordinación del sistema sanitario en la protección a las personas en situación de dependencia». Estos dos capítulos permiten al lector comprender cómo se gestiona el derecho y qué papel tiene cada administración en él, así como conocer el nivel de coordinación entre Servicios Sociales y el sistema sanitario. 

			Finalmente, el último de los capítulos de este bloque y obra lleva por título «La incapacitación judicial». Las personas en situación de dependencia, antes, durante o tras el reconocimiento del derecho a recibir cuidados, pueden precisar medidas de protección, y aquí emerge la figura jurídica de la incapacitación judicial. Completar esta obra con el procedimiento de la incapacitación judicial permite al lector tener una visión global sobre el conjunto de actuaciones que se realizan para proteger a las personas en situación de dependencia. 

			Una de las características principales de este libro es su transversalidad a la hora de analizar, indagar y reflexionar sobre la protección social a las personas en situación de dependencia. Los autores que participan en la obra son académicos y profesionales de destacado prestigio y constatado reconocimiento en su ámbito investigador y/o profesional.

			Como coordinador de la obra, no puedo dejar escapar la oportunidad de agradecer a los distintos autores su implicación, generosidad, tiempo y motivación a la hora de participar en este proyecto que culmina con la publicación de este libro: Protección social a las personas en situación de dependencia en España. Contexto, estructura y praxis. Espero que el lector obtenga aquello que desde el inicio se ha pretendido: presentar una visión global, integral y multidisciplinar del fenómeno actual de la dependencia en España.
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			Aproximación a los cuidados, al envejecimiento y la discapacidad. Las políticas de atención a la dependencia

		

	
		
			1.CUIDADO DE LARGA DURACIÓN: UNA RELACIÓN ASIMÉTRICA ENTRE MUJERES Y HOMBRES

			LOLA FRUTOS BALIBREA

			1.1. INTRODUCCIÓN

			Las democracias avanzadas se caracterizan por el desarrollo de políticas públicas que implican el reconocimiento de los derechos humanos de los que hablaba Marshall: políticos, civiles y sociales, como base del sistema democrático. No todos han ido implantándose al mismo tiempo; de hecho, el llamado Estado del Bienestar no inició el desarrollo de los derechos sociales hasta muy tarde, cuestión que aún está en construcción.

			Estamos asistiendo en la actualidad, en España, a un cambio relevante respecto del cuidado de las personas, pues hemos pasado de un relato basado en una visión economicista —al hablar de la elevada tasa de dependencia que tiene que soportar una población cada vez más pequeña por la reducción del índice sintético de fecundidad y el aumento de la esperanza de vida, que conlleva el envejecimiento de la población— a otra visión más liberadora de progreso humano, como es la consideración del derecho a cuidar y ser cuidado independientemente del origen social, el género, la raza y la edad de las personas.

			Son varios los factores que influyen en la llamada tasa de dependencia, además de los ya citados: el cuidado de los más pequeños y los enfermos dependientes, algunos de larga duración. En efecto, la LPAPAD en toda su estructura implica un paradigma más avanzado, pues se trata de otorgar derechos de ciudadanía: ser cuidado cuando las personas lo necesitan de manera universal.

			El origen histórico del cuidado aparece en la modernidad, con la irrupción del individualismo. No obstante, no fue equivalente para mujeres y hombres. Es el momento histórico en que se reconoce al individuo varón sujeto político con derechos democráticos, cuya legitimación procede de la crítica elaborada por los intelectuales de la Ilustración a la desigual sociedad estamental del Antiguo Régimen. Pero también es el momento de la separación del espacio público, para los varones, y privado, para las mujeres. Se justifica con el concepto de «naturaleza», donde se ubican a las mujeres. Este concepto ha sido muy negativo para ellas porque lo que es natural no se puede cambiar. Pero si lo encuadramos como resultado de la socialización, sí podemos transformar los roles de género. La desigualdad no es natural, sino construida, razón por la cual se puede transformar. Podríamos decir que con la llegada de la modernidad se sientan las bases de la democracia y se produce un gran avance social, pero no para toda la población: las mujeres quedarán excluidas de ese individualismo en lo referente al acceso al espacio público (a la educación, al derecho al voto, a los recursos, etc.). Ellas quedarán relegadas al espacio privado, donde también se ubica el cuidado a las personas.

			También es el momento en el que se configura el corpus teórico de la teoría feminista que, basándose en la crítica de la Ilustración, quiere extenderla también a las mujeres para que sean consideradas «individuos libres», como los varones, ya que la diferencia entre sexos no tiene por qué implicar desigualdad.

			La evolución histórica del capitalismo ha seguido fases contradictorias sin lograr la equidad en las relaciones sociales de género, de modo que la ética del cuidado sea responsabilidad de hombres y mujeres.

			El objetivo de este capítulo es indagar el espacio que tiene que ver con el cuidado, objetivo sumamente complejo ya que intervienen diversas dimensiones (políticas, económicas y sociales) y cada vez más actores sociales (además de las personas, el Estado, el mercado, ONG).

			La pregunta de indagación es si todavía las mujeres actúan como cuidadoras sin reconocimiento ni pago de forma clara, disfrazando todo bajo el manto de la familia y el amor. De ser así, conllevaría una apropiación del trabajo de otro, cuestión que implicaría explotación, como diría Roemer. También se indaga sobre nuevos actores en las tareas del cuidado (padres, abuelas, abuelos, inmigrantes).

			Desde la perspectiva crítica feminista se llevará a cabo una aproximación a la realidad social para saber cómo aborda España el derecho a ser cuidado en un contexto de crisis y reestructuración económica. Para ello es necesario conocer a través de la observación estadística quiénes cuidan y quiénes son cuidados y qué políticas sociales favorecen el desarrollo del cuidado.

			1.2. LA CONSTRUCCIÓN SOCIAL DESIGUAL DEL CUIDADO A LAS PERSONAS

			La entrada en la modernidad y la irrupción del individualismo suponen para los varones la posibilidad de ser sujetos de ciudadanía, al tiempo que cuentan con un apoyo en el mundo privado doméstico, que carecía de reconocimiento pero facilitaba su independencia y ciudadanía. Las mujeres quedaban relegadas al espacio privado doméstico, donde realizaban un gran número de actividades y de servicios de los que los beneficiados fundamentalmente eran el varón y la población dependiente. En la actualidad a estas actividades se las denomina «cuidado» (care).

			Según el feminismo crítico, el concepto de sistema de género (Rubin, 1978) procede a su vez del concepto de patriarcado, que podemos definir como el sistema a través del cual los hombres adultos dominaban a las mujeres y a la población joven de ambos sexos.

			Este sistema había establecido una división de actividades según sexo: las mujeres se dedicaban a las tareas reproductivas (tareas del cuidado y trabajo reproductivo) y los hombres a las productivas (actividades productivas remuneradas). Si bien las diferencias biológicas determinan quién da a luz a los hijos, ello no implica que deban ser las mujeres las encargadas y las únicas responsables de atender a los enfermos, a los niños y a la población dependiente, en general.

			Como señala Pateman (1995), la sociedad burguesa se asienta en un contrato «sexual» de carácter adscriptivo, previo al contrato «social» que establece como funciones propias de la condición femenina la procreación y la ayuda mutua. Solo así, a través de esta profunda desigualdad, puede ponerse en marcha la sociedad moderna. La llegada de la individualización para las mujeres se produce mucho más tarde, pues hay que esperar casi un siglo (dependiendo de qué países) para que se inicie el proceso, que ni siquiera hoy podemos considerar terminado.

			Las autoras feministas de la sociología y de la economía herederas de la Ilustración no misógina fueron desplazadas a la periferia de estas áreas de conocimiento mientras ocupaban el núcleo central de estas autores herederos de la Ilustración misógina. Es el caso de los funcionalistas, como Parsons (1951), que analizaban los roles de género como algo complementario y que fueron muy criticados por las feministas de la época, como Friedan (1965) y Millet (1970). En efecto, lo que estos autores funcionalistas defendían es que las mujeres no accedieran al trabajo remunerado, pues consideraban egoísta el proceso de individualización. Lewis (1992, 1998) señala el peligro de considerar lograda la individualización para las mujeres sin haber conseguido la equidad en las relaciones de género.

			Un cambio imparable es el crecimiento de la individualización para las mujeres, y ello afecta al tipo de familia, resultando muy relevante la relación del individuo con el Estado desde la época de la entrada en la modernidad. La clave es el modelo igualitario inspirado en los ideales ilustrados, tras la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en la Revolución Francesa, cuestión que le costó la vida, ordenada por el Directorio, a la activista Olympe de Gouges por escribir la Declaración de Derechos para la Mujer y la Ciudadana.

			La participación de mujeres en los asuntos públicos es la historia del silencio, pues lo que se ha escrito ha sido, como señala Tobío (2012, p. 216), «en clave masculina». Se está reconstruyendo mediante un trabajo casi arqueológico efectuado por la investigación feminista. La sociedad doméstica se sitúa en el mundo privado bajo la autoridad del «hombre ganador del pan», que es el cabeza de familia, es decir, se establece una relación social asimétrica entre hombre y mujer, en términos de dominación/subordinación, como diría Weber.

			Por poner algunos ejemplos de sobra conocidos, en España el Código Civil establecía hasta 1975 un régimen matrimonial basado en esa asimetría y que había permanecido inalterado desde 1889 (Alberdi, 1999). Cuando las mujeres se casaban, prometían obediencia al marido y a cambio este las protegía. En la economía familiar todo lo decidía el varón (compra y venta de bienes comunes, incluso de los que eran propios de las mujeres). Para trabajar, las mujeres precisaban el permiso del marido. La patria potestad de los hijos también pertenecía al marido. El adulterio era delito, pero se consideraba más grave si lo cometía una mujer casada. Todas estas cuestiones cambiaron con la entrada en la democracia y la aprobación de la Constitución de 1978.

			La evolución del capitalismo tras la Segunda Guerra Mundial, lo que se reconoce como el Estado de Bienestar en la etapa fordista, benefició la figura del asalariado varón cabeza de familia (ganador del pan). El salario familiar se construyó como un medio para elaborar significados de dependencia e independencia profundamente influidos por factores de género, raza y clase (Frutos, 2008). Se trata de un pacto interclasista de varones que supone una respuesta a las demandas obreras pero no a las demandas procedentes del feminismo. El sistema genera una doble explotación: al obrero proletario que solo cuenta con su fuerza de trabajo y a las mujeres.

			Pero en la actualidad el modelo del salario familiar bajo el impacto de la globalización neoliberal está en declive. El nuevo ideal es que tanto hombres como mujeres contribuyan al salario familiar, aunque persiste el hecho de que las mujeres se ocupen en mayor medida que los hombres del trabajo reproductivo, lo que les hace entrar «cojas» en el mercado de trabajo.

			En este horizonte, uno de los cambios más convulsos lo ha provocado, precisamente, la incorporación de la mujer al mundo laboral y la consiguiente emancipación progresiva de su rol de cuidadora-reproductora. En este escenario, las consecuencias más visibles han sido: el conflicto de espacios privado y público o espacio reproductivo-productivo que estructuraban la organización de nuestras sociedades desde el nacimiento del Estado moderno, la transformación del tradicional marco de comprensión de la institución familiar —nuevas formas de unión— y el descenso de la natalidad. El nuevo escenario debilita la posición del paterfamilias, como señala Castells (2000, p. 260): «con menos hijos, las mujeres trabajando, los hombres ganando menos y en puestos de trabajo menos seguros y con las ideas feministas en plena difusión, los hombres se enfrentan a diversas opciones, ninguna de las cuales es la reproducción de la familia patriarcal, si este análisis es correcto».

			A raíz del acceso a la educación por parte de las mujeres, estas quieren tener una relación individualizada con el mercado de trabajo, en el espacio público, pero, en la medida en que los varones no han entrado en el espacio privado, se genera un conflicto entre trabajo y familia que en España está sin resolver desde la transición política (Frutos, 2012).

			1.3. LA SOCIALIZACIÓN EN EL CUIDADO A LAS PERSONAS: ACTORES CUIDADORES Y PERSONAS CUIDADAS

			Muchos autores han presentado el cuidado como algo derivado de forma natural y biológica de la relación madre/hija; sin embargo, los trabajos de Chodorow (1978, 1979) cuestionan esta interpretación ya que, según la autora, es consecuencia de la socialización en la infancia, del aprendizaje de los roles de género diferenciados para las niñas y niños. En el caso de las niñas, explicaría una actitud distinta hacia otras personas y una predisposición al afecto, la empatía y la no violencia. Todo ello configuraría la identidad femenina. Por su parte, para los varones es necesario romper con la relación intensa que tuvieron con sus madres en la primera infancia, sin duda traumática, y ello se traduciría en relaciones impersonales marcadas por la distancia, el egoísmo y la agresividad. Para Chodorow sería una disposición adquirida, no innata, donde la forma de actuación femenina genera una ética propia —una ética de la responsabilidad—, distinta de la ética masculina.

			Una pregunta relevante es ¿pueden los hombres cuidar? (Noddings, 1999). La respuesta es afirmativa pero con una socialización diferente en la infancia y, si los varones son mayores, precisan de una resocialización y construcción de un nuevo tipo de masculinidad.

			1.4. APROXIMACIÓN A INDICADORES DEL CUIDADO A PARTIR DE LA EPA

			Según la EPA (INE, 2018), a pesar de que en los últimos años se ha conseguido una participación más equilibrada de hombres y mujeres en el mercado laboral, las mujeres siguen asumiendo la mayor parte de las responsabilidades familiares y domésticas. Sería necesario reforzar la conciliación entre vida profesional, privada y familiar de manera que permitiese desarrollar el potencial de mano de obra de mujeres y hombres, de ambos sexos, en definitiva.

			El impacto sobre la participación en el mercado de trabajo (cuando existen hijos o adultos que requieren cuidados) es muy diferente en hombres y mujeres, lo que es reflejo no solo de un desigual reparto de responsabilidades familiares sino también de la escasez de servicios o el alto coste de estos para el cuidado de niños y adultos y la falta de oportunidades para conciliar trabajo y familia. Para los próximos años las políticas de flexiseguridad tratarán de promover unos mercados laborales más abiertos, más flexibles y accesibles que supongan un acceso igual a puestos de trabajo de calidad para las mujeres y los hombres y permitan conciliar la vida profesional y la vida familiar.

			Algunas de las maneras de conciliar trabajo y vida familiar son el trabajo a tiempo parcial, la posibilidad de tener horarios flexibles, los permisos de maternidad/paternidad, la reducción en el número de horas trabajadas o las excedencias.

			Con relación al empleo y el cuidado de personas dependientes (niños o adultos enfermos, incapacitados o mayores), la EPA utiliza una submuestra (desde el año 2005) distribuida a lo largo de todo el año con el fin de proporcionar información sobre variables de carácter estructural en media anual. Este sistema de encuesta extendida a una submuestra para cubrir una serie de variables adicionales a las investigadas cada trimestre se denomina «sistema de submuestra», y las variables adicionales estructurales obtenidas, «variables de submuestra».

			De acuerdo con la EPA (variables de submuestra), se proporciona información anual de los ocupados a tiempo parcial —por grupos de edad y por motivo— porque cuidan a personas dependientes (niños, adultos enfermos, personas con discapacidad, mayores, etc.), de los parados —por grupos de edad— que han dejado el trabajo para cuidar a personas dependientes y de los inactivos —por grupos de edad y por motivo— que no buscan empleo porque cuidan a personas dependientes.

			La EPA publicó un módulo sobre conciliación entre la vida laboral y la familiar en el año 2010 en el que se analiza a 30,88 millones de personas de 16 a 64 años, de entre ellas a 9,76 millones con al menos un hijo (propio o de la pareja) de 14 años o menos que vive en el hogar. También se analiza en este módulo del año 2010 a 2,67 millones de personas que se ocupan de familiares o amigos mayores de 15 años necesitados de cuidados. Algunos comentarios sobre estos grupos de población son:

			1.Ocupados a tiempo parcial por número de hijos y tipo de hogar. En España, en el año 2016, un 26,6 % de mujeres (de 25 a 54 años) empleadas con un hijo trabaja a tiempo parcial frente al 5,7 % de hombres. En el caso de tres o más hijos, los porcentajes son un 26,2 % de mujeres y un 6,4 % de hombres.

			2.Según tipo de hogar. En las mujeres el porcentaje más alto en el año 2016 de ocupadas a tiempo parcial corresponde al hogar de dos adultos con hijos (26,8 %), y en hombres, a otros tipos de hogares (10,2 %).

			3.Ocupados a tiempo parcial porque cuidan a personas dependientes. En el año 2017 la principal razón alegada por las mujeres para trabajar a tiempo parcial como consecuencia del cuidado de personas dependientes es, en el 53,4 % de los casos, no poder costear los servicios adecuados para el cuidado de hijos, un 3,3 % manifiesta no poder costear los servicios adecuados para el cuidado de adultos enfermos, discapacitados o mayores y un 2,0 % alega ambos motivos. El 43,4 % de los hombres esgrime como razón no poder costear los servicios adecuados para el cuidado de hijos como principal motivo para trabajar a tiempo parcial, un 8,6 % de hombres manifiesta no poder costear los servicios adecuados para el cuidado de adultos enfermos, discapacitados o mayores y un 11,0 % alega ambos motivos.

			4.Según grupos de edad. En el año 2017 el porcentaje más alto de mujeres y de hombres que trabajan a tiempo parcial porque cuidan a personas dependientes corresponde al grupo de edad de 35 a 44 años: 61,4 % en las mujeres y 53,7 % en los hombres.

			5.Parados e inactivos porque cuidan a personas dependientes. En el año 2017 el porcentaje más alto de mujeres paradas que han dejado el trabajo para cuidar a personas dependientes corresponde a las que tienen de 35 a 44 años (29,1 %); en los hombres el mayor porcentaje de parados que han dejado el trabajo para cuidar a personas dependientes corresponde al grupo de edad de 45 a 54 años (25,0 %).

			6.En cuanto a las personas inactivas, en el año 2017 el porcentaje más alto de mujeres y hombres que no buscan empleo porque cuidan a personas dependientes corresponde al grupo de edad de 35 a 44 años, 32,5 % en las mujeres y 32,8 % en los hombres.

			En las figuras 1.1, 1.2 y 1.3 visualizamos la asimetría con relación al cuidado entre mujeres y hombres.

			Aunque intervienen cada vez más actores, como en el caso de los abuelos, estos cuidan menos que las abuelas y en tareas distintas. En España constituye una figura clave la abuela materna, que a menudo asume el cuidado a tiempo completo, porque el contexto de las políticas sociales es muy limitado aún.
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			FUENTE: INE, elaboración propia.

			Figura 1.1. Varones ocupados a tiempo parcial porque cuidan a personas dependientes [por motivo ( %)].
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			FUENTE: INE, elaboración propia.

			Figura 1.2. Mujeres ocupadas a tiempo parcial porque cuidan a personas dependientes [por motivo ( %)].
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			FUENTE: INE, elaboración propia.

			Figura 1.3. Personas de 16 años y más que cuidan de personas dependientes por edad y sexo. Número de horas que les dedican a la semana. 2016 ( % personas).

			En España, al incorporarse las mujeres de clase media al trabajo público remunerado, y dado que sus parejas no realizaron en la misma medida su incorporación al cuidado en el espacio privado, surgió el conflicto; para solucionarlo han tenido que echar mano de ayuda externa, que suele ser otra mujer, muchas veces inmigrante procedente de otro país, lo que genera «cadenas globales del cuidado». A los actores señalados en el cuidado hay que añadir los profesionales que ejercen su actividad en colectivos como escuelas infantiles, guarderías, etc.

			1.5. POLÍTICAS ORIENTADAS AL CUIDADO DE LAS PERSONAS EN TÉRMINOS COMPARATIVOS

			Cuando hablamos de conciliar la familia y el trabajo, se olvida que la sociedad está montada sobre dos supuestos: los hombres tienen la responsabilidad del trabajo productivo, y las mujeres, la del trabajo doméstico, reproductivo y de los cuidados. ¿Qué ha pasado para que se quiebre la conciliación? Ya hemos señalado los factores que han influido: en primer lugar, las mujeres, tras su acceso a la educación, quieren trabajar en el espacio público remunerado, y, en segundo lugar, el patriarcado ha entrado en crisis y está muy cuestionado por lo que tiene de explotación a las mujeres y jóvenes de ambos sexos.

			La familia ha experimentado un notable cambio (Alberdi, 1999; Flaquer, 2000). Además, ya no se puede sostener un salario familiar por parte del «ganador del pan», sino que se necesita un doble ingreso. Como consecuencia, se da una doble presencia por parte de las mujeres en los dos espacios y una ausencia del varón en el espacio privado (o al menos su participación es muy reducida). Sostener la igualdad en la conciliación supone abandonar los supuestos diferenciadores entre mujeres y hombres y posicionarse en la «desdiferenciación» de roles en el espacio productivo y reproductivo. La consideración de la producción doméstica como inactividad, su exclusión del mercado, obstaculiza que las propias políticas públicas puedan planificar medidas públicas, privadas y de voluntariado que sustituyan o complementen el trabajo doméstico no remunerado.

			Aunque hemos avanzado es esta consideración, la incorporación de las mujeres inmigrantes a la ecuación del cuidado ha producido un escaso desarrollo de las políticas públicas. Desde el momento en que el trabajo de los cuidados no puede satisfacerse solamente en el ámbito de la familia y se contrata a personas especialmente para realizarlas, se empieza a mercantilizar y por tanto a visibilizar. Mercantilización y visibilidad en el espacio público son causa y consecuencia. Primero, porque se produce una transferencia a la esfera pública de una actividad que antes pertenecía a la esfera privada (la mercantilización del trabajo de los cuidados ha producido que el mercado sea el principal medio de adquisición de la mercancía-cuidados) y, segundo, y como consecuencia, porque la visibilización del trabajo —que históricamente han realizado las mujeres en el espacio privado-doméstico— deriva en su aproximación a la consideración de trabajo remunerado, con el pleno reconocimiento de los derechos sociales por parte del Estado del Bienestar.

			Así como la Ley de Conciliación Vida Familiar y Laboral (1999) supuso el reconocimiento tímido por parte del Estado de que los cuidados del espacio doméstico eran un trabajo, el otro trabajo, el familiar, que había que conciliar con el laboral, la LPAPAD de 2006 supone un reconocimiento a los cuidados como un trabajo que el Estado ha de considerar pues no se trata de un problema privado, sino de un problema de todos. En consecuencia, el care no es solo objeto de un debate sobre los conceptos, sino que es también una cuestión política clave dentro de los debates sobre la reestructuración de los sistemas de protección social y la planificación de las políticas familiares, como veremos, en los Estados de Bienestar.

			El trabajo, pues, en el sentido de empleo, es el concepto central de la ciudadanía asalariada o industrial que caracteriza al Estado de Bienestar, la única ciudadanía beneficiaria posible de los derechos sociales. Pero hay toda una producción de bienes y servicios que realizan las mujeres en el espacio doméstico y en las tareas de cuidados que queda al margen del mercado y que nos lleva a replantearnos la conceptualización del trabajo vigente y la disciplina de la que emerge dicha conceptualización, la economía y la estructura que la sustenta: la división sexual del trabajo del Estado de Bienestar.

			Gosta Esping Andersen (1993, 2000) considera tres modelos de Estado de Bienestar según la procedencia de los cuidados: el mercado, el Estado y la familia son las tres instituciones básicas para atender a su ciudadanía. En función de la prioridad que se les conceda y la contribución que realice cada una de ellas al bienestar general, distinguiremos un tipo de Estado de Bienestar u otro. Esping Andersen distingue tres regímenes en el mundo occidental: liberal, corporativo y socialdemócrata en función de si la primacía del bienestar se basa en el mercado, en la familia o en el Estado, respectivamente. En un primer momento la contribución de la actividad de las mujeres al Estado de Bienestar pasa desapercibida para el autor, y en este sentido su obra fue criticada por parte de feministas como Orloff (1993), Daly (1994) y Lewis (1992), entre otras.

			El análisis de la tipología de los Estados de Bienestar desde una perspectiva de género sacó a la luz (Sainsbury, 1999) la situación de desigualdad en la que se encontraban las mujeres, tanto dentro de la familia como fuera, desde el momento en que asumen el trabajo de los cuidados y quieren participar también en el mercado de trabajo. En otros términos, la tipología de los Estados de Bienestar ignora la perspectiva de género porque los modelos contemporáneos se han desarrollado dando por supuesto el modelo de varón ganador del pan. Así, las políticas sociales y familiares que surgen a la luz de este modelo tienen al hombre como beneficiario principal de los derechos sociales por su situación permanente en el mercado de trabajo, y las mujeres son las grandes olvidadas dada la invisibilidad política, social y mercantil de su trabajo y solo se las contempla como beneficiarias de derechos sociales en función de la situación que el marido haya alcanzado en el mercado laboral. Es decir, los derechos que el Estado de Bienestar pueda reconocer a la mujer son derivados de la situación laboral alcanzada por el hombre.

			Por otro lado, la posición ocupada por las mujeres en el sistema de reproducción social las hace invisibles y pasivas para la obtención de los derechos sociales. Por supuesto, no se podía plantear la posibilidad de ser desmercantilizadas puesto que no habían obtenido ningún ingreso en el mundo de la mercantilización. Por tanto, el criterio de desmercantilización de Esping Andersen es insuficiente para dar cuenta de la medida en que los ciudadanos gozan de derechos sociales, ya que, en el caso de las mujeres que no están integradas en el mercado laboral, no pueden recibir los beneficios de la desmercantilización si previamente no han entrado en él. Es más, este concepto presupone la participación en el mercado de trabajo a tiempo completo y durante casi toda la vida. Pero esto es propio de la experiencia laboral y vital de los varones, en absoluto de la mayoría de las mujeres. De hecho, si para la mayoría de los varones la desmercantilización del trabajo supone cierta independencia y autonomía, para muchas mujeres el paso del trabajo no remunerado al trabajo remunerado, es decir, la mercantilización, tiene efectos emancipatorios. A la obra de Esping Andersen le falta la dimensión de género. No obstante, en una obra más reciente, Fundamentos sociales de las economías postindustriales (2000), el autor reformula su tipología y presenta un estudio empírico más amplio colocando a la familia como indicador importante del grado de autonomía de los individuos en los Estados de Bienestar. Así, admitiendo el sesgo masculino del criterio de desmercantilización, introduce un criterio nuevo para evaluar y comparar los regímenes de bienestar: la desfamiliarización. Esta noción hace referencia al grado en que la política social o los mercados «reducen la dependencia individual de la familia» y «maximizan la disponibilidad de los recursos económicos por parte del individuo independientemente de las reciprocidades familiares o conyugales» (Esping Andersen, 2000, p. 66). Pero el grado de desfamiliarización de los individuos en los Estados de Bienestar dependerá de que estos asuman las tareas de los cuidados; en definitiva, que reconozcan el trabajo que fundamentalmente las mujeres realizan en el espacio doméstico.

			María Ángeles Durán (1997, 2000), a través de sus trabajos, aconseja impulsar cambios conceptuales necesarios para describir y visibilizar la realidad del espacio doméstico: gestación, prestación de servicios, cohesión afectiva, etc. En definitiva, factores que permiten medir mejor la realidad del trabajo doméstico. De hecho, la no participación directa en la producción de mercancías solo recibe conceptualizaciones vicarias: parados, jubilados, población inactiva, sus labores, etc. Estas simplificaciones conceptualizan mal la situación real de la mayoría de los trabajos no remunerados.

			Hay un concepto nuevo: «carga global de trabajo» (García, 1999). Se define como la suma de trabajo remunerado y no remunerado observada tanto desde una perspectiva individual como en su totalidad. La carga global es considerada en conjunto, de modo que ambas partes, mercado y no mercado, están relacionadas.

			La disparidad en el volumen de la carga global de trabajo en hombres y en mujeres en España es muy grande. Los trabajos de Durán acerca de las encuestas del Centro de Investigaciones sobre la Realidad Social sobre Usos del Tiempo (Durán, 2000) revelan que la jornada real de trabajo, remunerado más no remunerado, a lo largo del año es casi doble para las mujeres (un promedio de 56,07 horas a la semana) que para los hombres (36,43 horas como promedio). «Los varones solo desarrollan un tercio del trabajo total requerido para mantener a la sociedad española en los niveles de bienestar (monetario y no monetario) de que actualmente disfruta, aunque obtienen el 69 % del trabajo con contrapartidas monetarias directas [...]. Por eso puede decirse que la economía española es como un “iceberg”, porque flota gracias a los dos tercios del esfuerzo colectivo que permanece invisible» (Durán, 2000, p. 43).
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